PROYECTO DE LEY.

“Por la cual se le otorga un salario mínimo a las madres comunitarias.”
Bogotá, julio de 2007.

OSCAR ARBOLEDA.
Presidente

Cámara de Representantes 
Ref. Proyecto de Ley “por la cual se le otorga un salario mínimo a las madres comunitarias.”
Respetado Señor Presidente,

Por medio de la presente, solicito se dé trámite al Proyecto de Ley de la referencia, cuyo objetivo, justificación y articulado, expongo a continuación:   
El Congreso de la República, por medio de la Ley 7 de 1979, fijó los principios fundamentales para consagrar medidas de protección de la niñez colombiana, estableció el Sistema Nacional de Bienestar Familiar y reorganizó el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al cual le asignó a través de su Junta Directiva, entre otras funciones, la de formular la política general, y los planes y programas en la materia. 

 

Posteriormente, el legislador, por medio de la Ley 89 de 1988, asignó unos recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar destinados a desarrollar y dar cobertura a los Hogares Comunitarios de Bienestar de las poblaciones infantiles más vulnerables del país, definidos éstos como “aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos sociales pobres del país”. 

Como se deduce de la definición anteriormente citada, desde el principio se sostuvo que no  existe contrato laboral ni ninguna otra clase de relación laboral entre las madres comunitarias (que se hacían cargo de la atención prestada por el hogar comunitario), las asociaciones de padres de familia y el ICBF, puesto que el programa fue creado para fortalecer la responsabilidad de los padres en la formación y cuidado de sus hijos, con su trabajo solidario y el de la comunidad en general. (Acuerdo 21 de noviembre 1989).
De hecho, el Decreto 1471 de 1990, dispuso, que los programas del ICBF se fundamentarán entre otros, en la participación de la comunidad: “El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar asesorará y promoverá la forma organizativa requerida para lograr la participación mediante el trabajo solidario y contribución voluntaria de la comunidad. Dicha participación en ningún caso implica relación laboral con los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas.” 
El tipo de vinculación debía ser “solidaria” y “voluntaria”, por cuanto la obligación de asistir y proteger a los niños, corresponde a los miembros de la sociedad y la familia. (Ver: Decreto 1340 de 1995 que derogó el Decreto 2019 de 1989.)
La normatividad posterior, retoma las disposiciones sobre trabajo solidario y contribución voluntaria de la comunidad, negando siempre la existencia de una relación laboral entre las madres comunitarias y los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas. Al respecto, se puede consultar la Resolución 680 de abril de 1991, el Acuerdo 019 de abril de 1993, el Acuerdo 021 de abril de 1996 y el Acuerdo 38 de agosto de 1996. 
Sin embargo, a pesar de negarse sistemáticamente la existencia de relación laboral entre las madres comunitarias y los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas, la Ley 509 de julio de 1999, dispuso la creación de algunos beneficios a favor de las Madres Comunitarias en materia de seguridad social, posibilitando su afiliación al régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud y otorgándoles un subsidio pensional. 
La Corte Constitucional, también ha sostenido que no existe contrato laboral ni ninguna otra clase de relación laboral entre las madres comunitarias y el ICBF, sino una relación contractual de origen civil entre la madre y la Asociación de Padres de Familia con la cual colabora.
En Sentencia T-269/95, la Corte Constitucional consideró que el vínculo que une a las madres comunitarias con las Asociaciones de Padres de Familia y el ICBF, es de naturaleza contractual, “sin duda, alrededor de la relación surgida entre ambas partes -una entidad sin ánimo de lucro, de beneficio  social, vinculada al Sistema Nacional de Bienestar Familiar, y un particular que nunca ostentó la calidad de empleado-, se puede decir que fue de orden civil; bilateral, en la medida en que los contratantes se obligaron recíprocamente: la madre, a la satisfacción del interés de su contraparte, o sea la adecuada prestación de una serie de servicios a los niños usuarios y a sus padres, y la asociación, al apoyo debido y al pago de la beca suministrada por el I.C.B.F.; consensual, puesto que no requirió de ninguna solemnidad; onerosa, porque daba derecho a la madre comunitaria para percibir parcialmente parte de la beca mencionada.”
A su vez, en Sentencia T-668 de 2000 la Corte explicó las razones por las cuales el vínculo de madres comunitarias con las Asociaciones de Padres de Familia y el ICBF no es laboral: “(las madres comunitarias) no prestan un servicio personal al ICBF, porque aunque desarrollan su labor siguiendo los lineamientos y procedimientos técnicos y administrativas que les señala esta entidad, no lo hacen bajo subordinación; tampoco reciben salario como retribución a su servicio, sino el valor de una beca por cada niño que atienden para satisfacer las necesidades básicas del hogar comunitario para su normal funcionamiento y que tiene como fin la obtención de material didáctico de consumo y duradero, ración, reposición de la dotación, aseo y combustible de los menores a su cargo. Por tanto, no aparecen demostrados ninguno de los elementos constitutivos del contrato de trabajo. (…) Tampoco existe una relación legal y reglamentaria que las vincule como empleadas de dicho instituto, porque no se dan los presupuestos jurídicos ni fácticos conforme a los cuales pueda configurarse una vinculación de esta naturaleza. (…) (En conclusión) a pesar de que el ICBF establece los criterios, parámetros y procedimientos técnicos y administrativos que permiten la organización y funcionamiento del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, éste no es el empleador de las madres comunitarias; por tal razón no existe contrato laboral ni ninguna otra clase de relación laboral entre las actoras y el ICBF, sino una relación contractual de origen civil entre la madre comunitaria y la Asociación de Padres de Familia con la cual colabora.”

Dicha posición fue reiterada por la mayoría de la Corte en Sentencia SU-224/98. Sin embargo, los Magistrados Carlos Gaviria Díaz, José Gregorio Hernández, Alejandro Martínez Caballero, salvaron el voto por considerar que en realidad sí existe contrato laboral entre las madres comunitarias, las asociaciones de padres de familia y el ICBF, y no una mera relación contractual de origen civil. Por ser de vital importancia para el presente proyecto de Ley, a continuación se trascriben algunos de los apartes más importantes del salvamento de voto: 
“A nuestro juicio, la Corte se limita a afirmar el carácter contractual de la relación, sin sustentarlo a la luz de los principios constitucionales, en especial los contemplados en el artículo 53 de la Carta, y desconociendo lamentablemente la realidad de las condiciones en que se prestan los servicios personales por las madres comunitarias.

 

La Corte tenía en este caso a su conocimiento un asunto que le brindaba excepcional oportunidad para dilucidar doctrinariamente, de fondo y de manera clara y precisa, el tipo de relación jurídica que surge como consecuencia de las normas que permiten el funcionamiento de los hogares comunitarios.

 

Específicamente, era de esperar que, ante la arbitrariedad puesta de presente en los hechos materia de proceso, habría de resolver la Corte si el vínculo creado entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o las comunidades que en su nombre instauran y sostienen tales hogares, por una parte, y las madres comunitarias, por la otra, es únicamente de naturaleza civil, con puros efectos de índole contractual entre partes iguales, o si, por el contrario, se trata de una verdadera relación laboral, con todas las consecuencias que ella apareja.

 

Prefirió la Corporación eludir todo examen material del problema, remitiendo su dictamen a los argumentos del juez de instancia y a lo dicho en sentencia anterior de una sala de revisión, sin profundizar en elementos tales como la continuada subordinación y dependencia de las madres comunitarias, su obligación de cumplir horario, su necesaria presencia en el hogar correspondiente, el sometimiento a instrucciones sobre el funcionamiento de aquél, la insistencia de una ínfima remuneración periódica inferior al salario mínimo legal, la prestación efectiva, cierta, constante y además exclusiva de un servicio personal, elementos todos ellos que, si se hubiese aplicado un criterio de prevalencia del Derecho sustancial, deberían haber llevado, en sana lógica y en desarrollo de la doctrina sentada por la Corte en otros casos (v.gr., en el de los maestros), a concluir que en realidad está de por medio el trabajo de un importante número de mujeres colombianas claramente discriminadas en relación con los demás trabajadores, y que inclusive -dado el nivel de sus únicos ingresos- ven comprometido su mínimo vital.

 

Por tanto, el interrogante que suscita la situación de la actora permanecerá todavía por mucho tiempo en el limbo, hasta que la propia ley lo defina o esta Corte, con mayor decisión que la ahora demostrada, proceda a examinarla a la luz de la Carta Política, con un criterio sustancial que extienda a ese importante sector de los trabajadores los fundamentos constitucionales que reconozcan a la relación que entablan con el Estado su innegable carácter laboral.
 

Será sólo entonces cuando el postulado de "primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales", proclamado por el artículo 53 de la Constitución Política -varias veces aplicado con fortuna en nuestra jurisprudencia constitucional- proyecte sus consecuencias a plenitud en las injustas circunstancias que afrontan las madres comunitarias.” (Subrayado fuera del texto) 
 

Considero acertado el salvamento de voto de la Corte, pues en la práctica se presentan todos los elementos jurídicos necesarios (subordinación, remuneración y horario) para poder afirmar que existe una verdadera relación laboral entre las madres comunitarias, las asociaciones de padres de familia y el ICBF, y no una mera relación contractual de origen civil.
 

En ese orden de ideas, es éste Congreso quien debe tomar una decisión justa, aplicando el criterio de prevalencia del derecho sustancial, al reconocer que para que las madres comunitarias sigan realizando sus labores, debe mediar un contrato laboral de por medio. De lo contrario, un número importante de mujeres colombianas seguirán siendo discriminadas en relación con los demás trabajadores. 
Al menos cinco proyectos de Ley se han presentado hasta el momento en el mismo sentido o en sentidos similares al aquí planteado. Dentro de los proyectos archivados que se presentaron se encuentran: 

· Proyecto 51 de 1992: “Por el cual se establecen beneficios económicos para las madres comunitarias y se dictan otras disposiciones relacionadas con el ICBF.” (Autora: Clara Pinillos.) 
El proyecto proponía, entre otras cosas, que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, tuviera la obligación de entregar cada mes a las Asociaciones de Padres de Familia de los Hogares Comunitarios de Bienestar, fondos suficientes para que reconocer los servicios de las madres comunitarias con una beca no inferior al salario mínimo legal mensual. 

· Proyecto 158 de 1993: “Por el cual se reglamenta parte del incremento anual del situado fiscal, se financian las “becas” de las madres comunitarias y algunas de las prestaciones sociales.” (Autor: Samuel Moreno Rojas.)

El Proyecto planteaba tres propuestas: a) Las partidas correspondientes a las becas y las prestaciones sociales de las madres comunitarias, debían ser cubiertas con el porcentaje de aumento del situado fiscal destinado a los entes municipales. b) Cada año, de manera consecutiva, se debería nivelar el monto de las becas correspondiente a las madres comunitarias, complementando la partida dispuesta por el ICBF hasta llegar a la altura del salario mínimo que rija para el país. c) Una vez cubierto el monto de la beca al nivel del salario mínimo, los porcentajes que se aumentan al situado fiscal como ente municipal, se deberían invertir en atender los frentes de seguridad social de invalidez, vejez y muerte, similar al de los trabajadores asalariados. 

· Proyecto de Ley 255 de 1995 Cámara: “Por la cual se establece la filiación de las madres comunitarias al sistema de Seguridad Social Integral, se incrementan sus becas, se crea una beca especial y se otorgan unos subsidios” 

El proyecto buscaba entre otras cosas, incrementar el valor de las becas que reciben las madres comunitarias de la siguiente forma: Para el año de 1996 deberían recibir el equivalente al 75% del SMMLV, y para el año 1997 y a partir de este, la beca sería del valor de 100% del SMMLV.  

· Proyecto 197 de 2001: “Por medio de la cual se reorganiza y complementa el Programa de Hogares Comunitarios del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones.” (Autor: José Renán Trujillo.) 
El proyecto proponía, entre otras cosas: a) Que se entendiera por madres comunitarias “todas aquellas personas que presten sus servicios personales, cuidando de algunos miembros de sectores poblacionales más vulnerables en un Hogar Comunitario de Bienestar, bajo la continuada subordinación a la Organización Comunitaria correspondiente, mediante remuneración justa, vital y móvil.” (Subrayado fuera del texto). b) Que el servicio prestado por el Sistema de Hogares Comunitarios se implementara mediante la celebración de contratos estatales entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las Organizaciones Comunitarias. Tales contratos serían denominados genéricamente Contratos de Colaboración, y estarían regidos, en lo que les corresponda, por la Ley 80 de 1993 y las disposiciones que la adicionen o modifiquen. c) Que las partes del contrato, en ningún caso, podrían pactar en contrario obligaciones como la siguiente: “a) La obligación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de transferir a la Organización Comunitaria la totalidad de los recursos necesarios para el pago de salario mínimo, vital y móvil, prestaciones sociales y aportes de seguridad social derivados del contrato laboral existente entre tales Organizaciones y las Madres Comunitarias que laboren en los Hogares Comunitarios de Bienestar a su cargo.” (Subrayado fuera del texto) d) Que el Sistema de Hogares Comunitarios fuera financiado entre otros, con los recursos que asignara el Gobierno Nacional a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para pagar los salarios, prestaciones sociales y aportes de seguridad social derivados del contrato laboral existente entre las Organizaciones Comunitarias y las Madres Comunitarias. e) Que las Madres Comunitarias serían seleccionadas y contratadas autónomamente por la Organización Comunitaria respectiva, en conformidad con el número de Madres Comunitarias acordado con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en el Contrato de Colaboración. f) Que “las Madres Comunitarias serán trabajadoras particulares, estarán subordinadas a la Organización Comunitaria responsable del Hogar Comunitario de Bienestar en el que trabajen, y tendrán un vínculo laboral con ésta, regido por el Código Sustantivo del Trabajo. Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será solidariamente responsable con la Organización Comunitaria por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho las Madres Comunitarias, solidaridad que no obsta para que las partes del Contrato de Colaboración pacten las garantías que consideren procedentes.” (Subrayado fuera del texto). g) Que en virtud de la relación laboral existente entre las Madres Comunitarias y la Organización Comunitaria, para todos los efectos del Sistema de Seguridad Social, las Madres Comunitarias serán consideradas trabajadoras dependientes del sector privado. 
· Proyecto 119 de 2001: “Por el cual se establecen sueldos para las madres comunitarias dependientes del ICBF” (Autor: Samuel Moreno Rojas). 
Se expone en su articulado que las madres comunitarias que cumplan 10 años continuos trabajando en el programa de hogares comunitarios y que no hayan merecido sanción de ninguna índole, devengarán en adelante, el salario mínimo legal. 
· Proyecto 224 de 2001: “Por el cual se establecen sueldos para las madres  comunitarias dependientes del ICBF” (Autor: Samuel Moreno Rojas.) 

Las prestaciones que se decretan a favor de las madres comunitarias, son las mismas del Proyecto 119 de 2001. 

Es claro que el Congreso lleva más de 15 años tratando de reconocer de múltiples maneras,  que debe mediar un contrato laboral de por medio para que las madres comunitarias sigan prestando sus servicios, gracias al cual obtengan como mínimo, la remuneración correspondiente a un salario mínimo, vital y móvil. 
Recientemente, en junio de éste año se aprobó el Proyecto de Ley 254 de 2005 Cámara, 110 de 2006 Senado, “por la cual se adiciona un parágrafo 2º al artículo 2º de la Ley 1023 de 2006 y se dictan otras disposiciones,” que incorpora unas valiosas disposiciones en materia de seguridad social y adicionalmente contiene un artículo que textualmente dice: “Artículo 4°. La bonificación mensual de las madres comunitarias se incrementará al 70% del salario mínimo legal mensual vigente a partir del 1° de enero de 2008, sin perjuicio de los posteriores incrementos que se realicen.”  Dicho artículo fue objetado por inconstitucionalidad por el Presidente de la República, por lo cual debe ser revisado por la Corte Constitucional antes de que la Ley sea promulgada.  
En ese momento, existe un proyecto en curso que se relacionan con los Hogares Comunitarios y el trabajo de las madres comunitarias. Se trata del Proyecto de Ley 103, 143, 173, 177, 198 y 250 de 2006 Cámara, 126 de 2006 Senado y 157 de 2006 Senado - 280 de 2007 Cámara- (acumulados) “por el cual se modifica la ley 142 de 1994 y se dictan otras disposiciones”. El artículo que se relaciona específicamente con hogares comunitarios es el siguiente: “Artículo 21. El numeral 89.7 de la Ley 142 de 1994, quedará así: “(…) Los hogares comunitarios del ICBF ubicados en inmuebles de estratos 1, 2 y 3, tendrán un tratamiento tarifario similar al establecido para el estrato en el cual se encuentren. Para el efecto, serán considerados como una unidad residencial con el mismo estrato de la vivienda a que pertenezcan y recibirán los mismos subsidios establecidos para los usuarios residenciales de estratos 1, 2 y 3. Igual beneficio tendrán los salones comunales administrados por las Juntas de Acción Comunal que estén ubicados en zonas clasificadas en estratos 1, 2 y 3. Los hogares comunitarios deberán acreditar dicha condición mediante certificación expedida por el ICBF actualizada cada seis (6) meses ante la entidad prestadora del servicio público domiciliario de cada distrito o municipio, y las Juntas de Acción Comunal mediante certificación expedida por las Alcaldías Municipales y Distritales o las Gobernaciones, según el caso”. El proyecto, ya surtió su trámite en la comisión sexta de la Cámara de Representantes y está pendiente de debate en plenaria. 
Sin embargo, ni el Proyecto recientemente aprobado ni el que se encuentra en curso, reconoce que entre las madres comunitarias, las asociaciones comunitarias y el ICBF, media realmente un contrato laboral, por lo cual es indispensable proponer un proyecto en ese sentido.  
La totalidad del costo del Proyecto de Ley está cubierta. El ejecutivo, simplemente tiene que hacer cumplir la Ley 27 de 1974 y 89 de 1988. Lo anterior, por las siguientes razones:   
1) El número total de madres comunitarias registradas para el 2007, es de 78.629.

2) El Salario Mínimo para cada una de las madres comunitarias ascendería a  661.486 pesos mensuales, pues se le debe restar el subsidio de transporte que en este caso no es necesario. (Ver tabla adjunta) 

         
[image: image1.emf]Concepto Unid. Factor Valor Total General

Sueldo 1                           433.700    433.700   

Sub. Transporte 1                           50.800      50.800      484.500   

Aporte Salud 8,5% 36.865      36.865     

Aporte Pensión 11,625% 50.418      50.418     

A.R.P. 0,522% 2.264        2.264       

Aportes Paraf. 9% 39.033      39.033      128.579    613.079   

Prestaciones Sociales

Cesantías 8,33% 40.359      40.359     

Int. Cesantías 1% 404           404          

Vacaciones 4,17% 18.085      18.085     

Prima Servicios 8,33% 40.359      40.359      99.207     

FACTOR PRESTACIONAL TOTAL 0,51477   

Valor carga Prestacional 712.286    712.286    712.286   

FACTOR PRESTACIONAL


3) El costo de otorgarle a 78.629 madres comunitarias un salario mínimo, asciende aproximadamente a 624.143.792.328 pesos anuales. 
4) Actualmente El ICBF le otorga a cada madre comunitaria una bonificación mensual que, como mínimo llega a 156.492 pesos y como máximo alcanza 219.239 pesos. La bonificación promedio es de 187.866 pesos mensuales.

En el año, el pago de la bonificación promedio que hace el ICBF al total de madres comunitarias, asciende a 177.260.116.794 millones de pesos anuales. 
Este valor se debe restar al valor total de la iniciativa, por lo cual, el costo de pagarle un salario mínimo a las madres comunitarias, en realidad ascendería aproximadamente a 446.883.258.920 millones de pesos. 
5) La Ley 27 de 1974, el su artículo segundo, destinó el 2% del valor de la nómina mensual de salarios (parafiscales) para que “el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar atienda a la creación y sostenimiento de centros de atención integral al preescolar (…)” En otras palabras, se quiso que dicho valor se destinara a la creación y sostenimiento de los hogares infantiles de Bienestar y similares. 
Posteriormente, el artículo primero de la Ley 89 de 1988, incrementó de 2 a 3% los aportes parafiscales que debían serle transferidos  al ICBF. De acuerdo con el parágrafo 2 del artículo 1 de la mencionada Ley, “el incremento de los recursos que establece esta Ley se dedicará exclusivamente a dar continuidad, desarrollo y cobertura a los Hogares Comunitarios de Bienestar de las poblaciones infantiles más vulnerables del país. (…)

Actualmente, el ICBF recibe por aportes parafiscales 1.703.298.300.000 pesos anuales. La totalidad de dicha suma, en cumplimiento de la Ley 27 de 1974 y 89 de 1988, debería estar destinada a dar continuidad a los programas de hogares infantiles y comunitarios de Bienestar. 

6) Sin embargo, actualmente el ICBF únicamente gasta 449.058.058.822 pesos anuales en el sostenimiento del programa de Hogares Comunitarios de Bienestar (lo cual incluye el costo de las “becas” otorgadas a las madres comunitarias) y 136.974.923.501 en el sostenimiento del programa de Hogares Infantiles. En total, en ICBF, en cumplimiento del mandato que le fue otorgado por medio de las leyes 27 de 1974 y 89 de 1988, gasta anualmente 586.032.982.323 pesos anuales, cuando debería estar gastando en total 1.703.298.300.000 pesos anuales.
Lo anterior implica, que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, está dejando de gastar 1.117.265.317.677 pesos anuales, incumpliendo de tal manera el mandato de la Leyes citadas. 

7) Lo único que pretende el presente proyecto de Ley, es que de los 1.703.298.300.000 pesos anuales que el ICBF debería destinar en su totalidad al desarrollo de los programas de hogares infantiles y comunitarios – deber que en este momento incumple - destine únicamente 446.883.258.920 pesos anuales adicionales para pagarle un salario mínimo a la totalidad de madres comunitarias. 
En otras palabras, que en lugar de los 586.032.982.323 pesos anuales que actualmente destina para sufragar los costos de los proyectos de hogares infantiles y comunitarios, destine 1.032.916.241.243 pesos anuales, lo cual insistimos, es menor que los  1.703.298.300.000 pesos anuales que el ICBF debería destinar. 
Cordialmente, 

LILIANA BARÓN CABALLERO                                CLARA PINILLOS ABOZAGLO

Representante del Casanare.                                           Representante de Cundinamarca.   
Articulado Proyecto de Ley “por medio de la cual se le otorga un salario mínimo a las madres comunitarias.”
Artículo 1: Definición de madres comunitarias: Entiéndase por madres comunitarias, todas aquellas mujeres que presten sus servicios personales, cuidando y formando a algunos de los miembros de sectores poblacionales más vulnerables en un Hogar Comunitario de Bienestar, bajo la continuada subordinación a la Organización Comunitaria correspondiente, mediante remuneración justa, vital y móvil.
Artículo 2: Funcionamiento del Sistema de Hogares Comunitarios - contratos de colaboración: El servicio prestado por el Sistema de Hogares Comunitarios se implementará mediante la celebración de contratos estatales entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las Organizaciones Comunitarias. Tales contratos serán denominados genéricamente Contratos de Colaboración, y estarán regidos, en lo que les corresponda, por la Ley 80 de 1993 y las disposiciones que la adicionen o modifiquen.

Artículo 3: Obligaciones del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – contrato de colaboración: El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar se encuentra obligado a  transferir a la Organización Comunitaria la totalidad de los recursos necesarios para el pago de salario mínimo, vital y móvil, prestaciones sociales y aportes de seguridad social derivados del contrato laboral existente entre tales Organizaciones y las Madres Comunitarias que laboren en los Hogares Comunitarios de Bienestar a su cargo. 

Los recursos provendrán del 3% de los aportes parafiscales, que las leyes 27 de 1974 y 89 de 1988 ordenó otorgarle al ICBF. 
Artículo 4: Obligaciones de las organizaciones comunitarias – contrato de colaboración: Las organizaciones comunitarias deben seleccionar y contratar autónomamente a las madres comunitarias, de conformidad con el número de madres comunitarias  y los lineamientos para su selección, acordados con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en el Contrato de Colaboración. 
No serán responsabilidad del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar el salario, prestaciones y aportes en seguridad social derivados del contrato laboral con Madres Comunitarias que exceda el número de Madres Comunitarias acordado en el Contrato de Colaboración.

Artículo 5: Vínculo laboral existente entre las organizaciones comunitarias y las madres comunitarias: Las Madres Comunitarias serán trabajadoras particulares, estarán subordinadas a la Organización Comunitaria responsable del Hogar Comunitario de Bienestar en el que trabajen, y tendrán un vínculo laboral con ésta, regido por el Código Sustantivo del Trabajo. 
Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será solidariamente responsable con la Organización Comunitaria por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho las Madres Comunitarias, solidaridad que no obsta para que las partes del Contrato de Colaboración pacten las garantías que consideren procedentes.
Artículo 6: Seguridad Social. En virtud de la relación laboral existente entre las Madres Comunitarias y la Organización Comunitaria, para todos los efectos del Sistema de Seguridad Social en Salud, las Madres Comunitarias serán consideradas trabajadoras dependientes del sector privado. El Gobierno reglamentará la materia.

Artículo 7: Obligaciones pensionales. Las Organizaciones Comunitarias afiliarán a todas las Madres Comunitarias con las que suscriban contrato laboral a una entidad especializada en atención de pensiones, a la cual harán los aportes que de acuerdo con la ley les correspondan.

Cordialmente, 

LILIANA BARÓN CABALLERO                             CLARA PINILLOS ABOZAGLO

Representante del Casanare.                                           Representante de Cundinamarca.   
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		FACTOR PRESTACIONAL

		Concepto		Unid.		Factor		Valor		Total General

		Sueldo		1				433,700		433,700

		Sub. Transporte		1				50,800		50,800		484,500

		Aporte Salud				8.5%		36,865		36,865

		Aporte Pensión				11.625%		50,418		50,418

		A.R.P.				0.522%		2,264		2,264

		Aportes Paraf.				9%		39,033		39,033		128,579		613,079						433,700

		Prestaciones Sociales																		712,286		SMLV		661,486		sin subsidio de transporte

		Cesantías				8.33%		40,359		40,359

		Int. Cesantías				1%		404		404										278,586		0.6423472446

		Vacaciones				4.17%		18,085		18,085

		Prima Servicios				8.33%		40,359		40,359		99,207

		FACTOR PRESTACIONAL TOTAL				0.51477														78,629		total madres

		Valor carga Prestacional						712,286		712,286		712,286												52,011,982,694.00				56,006,335,894		con subsidio

																				13.5		salarios al año

																								702,161,766,369		COSTO ANUAL DE LA INICIATIVA		COSTO EFECTIVO ANUAL DE LA INICIATIVA

																												456,582,145,955

		ARP corresponde a riesgo doméstico																						284,548,476,000,000		PIB 2005

																				CRECIMIENTO DEL 2006 6%						0.0015137592

																				PIB 2006		301,621,384,560,000				0.1513759201		% DEL PIB

																- 0				BONIFICACIÓN MENSUAL ICBF		212,500		MAX

																						151,200		MIN		BON-PROMEDIO MENSUAL ICBF		BONIFICACION mensual ICBF TOTAL MADRES

																										181,850		14,298,683,650

																				niños 0-7 años		1,000,000

																				fami		202,178

																												BON TOTAL mensual ICBF + CUOTAS PADRES

																				cuota MENSUALpadres para 0-7		5,421		0.375				20,464,968,368

																				cuota MENSUAL fami		3,686.28		0.255

																				SMDLV		14,456						BON TOTAL ANUAL ICBF + CUOTAS PADRES

																												245,579,620,414

																				CUOTA mensual total niños 0-7		5,421,000,000		TOTAL 0-7 ANUAL		65,052,000,000

																				CUOTA  mensual total FAMI		745,284,718		TOTAL FAMI ANUAL		8,943,416,614

																				TOTAL mensual EN CUOTAS		6,166,284,718		TOTAL ANUAL EN CUOTAS

																								73,995,416,614



poivillarreal:
Varía de acuerdo al riesgo especificado del centro de trabajo
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